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 5334 Sala Primera. Sentencia 28/2007, de 12 de 
febrero de 2007. Recurso de amparo 4190-2004. 
Promovido por doña Montserrat Álvarez Lla-
neza frente a las Sentencias de la Audiencia 
Provincial de Asturias y de un Juzgado de lo 
Penal de Gijón que la condenaron por delito de 
estafa.

Alegada vulneración del derecho a un juez 
imparcial y supuesta vulneración de los dere-
chos a la presunción de inocencia y a la tutela 
judicial efectiva: omisión de recusación; con-
dena fundada en pruebas de cargo; pena moti-
vada.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta; don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4190-2004, promovido 
por doña Montserrat Álvarez Llaneza, representada por el 
Procurador de los Tribunales don Luis Carrera de Egaña y 
asistida por el Letrado don Luis Solano Martínez de Azcoi-
tia, contra la Sentencia de 8 de marzo de 2004, del Juz-
gado de lo Penal núm. 2 de Gijón, que le condenó tras 
considerarla autora de un delito de estafa, y la Sentencia 
de 28 de mayo de 2004, de la Sección Octava de la Audien-
cia Provincial de Asturias, que en el rollo de apelación 
núm. 130-2004 ratificó su condena. Ha intervenido el 
Ministerio Fiscal y don Manuel, doña Eloína y doña Blanca 
Amelia Blanco Fanjul, representados por la Procuradora 
doña Teresa López Roses y asistidos del Letrado don Fran-
cisco Javier Hernández Huerta, y el Ministerio Fiscal. Ha 
sido Ponente el Magistrado don Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito presentado en el Registro de este 

Tribunal el pasado 29 de junio de 2004, doña Montserrat 
Álvarez Llaneza, a través de su Procurador, formuló 
demanda de amparo contra las Sentencias penales con-
denatorias reseñadas en el encabezamiento que, tras 
considerarla autora de un delito de estafa, le impusieron 
la pena de dos años y seis meses de privación de libertad, 
con la accesoria de inhabilitación especial para el ejercicio 
del derecho de sufragio pasivo durante el mismo tiempo 
y pago de costas, declarando, al tiempo, su responsabili-
dad civil por importe de 14.598,58 euros.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante-
cedentes que, a continuación, se exponen sucintamente:

a) Contra la recurrente presentó denuncia don 
Gerardo Blanco Menéndez, imputándole haberle pedido 
dinero en varias ocasiones bajo la excusa de tener que 
atender a diversos familiares enfermos, peticiones a las 
que accedió, entregándole una suma aproximada de dos 
millones y medio de pesetas hasta que llegó a conocer 
que las aducidas enfermedades eran falsas y que la 
denunciada utilizaba también nombre falso en sus rela-
ciones con el denunciante.

b) Incoado proceso de investigación del hecho 
denunciado, y tras la práctica de diversas diligencias, por 

Auto de 8 de enero de 2002, a petición del Ministerio Fis-
cal, el Juez instructor decretó el sobreseimiento libre y 
archivo de las actuaciones, tras entender que los hechos 
denunciados no presentaban caracteres delictivos. El 
archivo fue recurrido en reforma, y ésta desestimada por 
nuevo Auto de 1 de marzo de 2002. Interpuesto recurso de 
apelación, la impugnación fue estimada por la Sección 
Octava de la de la Audiencia Provincial de Oviedo, inte-
grada por los Magistrados don Bernardo Donapetry 
Camacho, doña Alicia Martínez Serrano y don José Fran-
cisco Pallicer Mercadal, tras considerar que sí concurrían 
en el supuesto analizado todos los elementos objetivos y 
subjetivos del delito de estafa, además de apreciar que en 
la fase de diligencias previas no está legalmente previsto 
el sobreseimiento libre. Como consecuencia de la estima-
ción del recurso, la Sala de apelación ordenó al Juez ins-
tructor incoar procedimiento abreviado y tramitarlo.

c) Remitida la causa al Juzgado de lo Penal para su 
enjuiciamiento, la acusación particular y el Ministerio Fiscal 
solicitaron su condena como autora de un delito de estafa. 
La pretensión acusatoria fue acogida en Sentencia de 8 de 
marzo de 2004, que condenó a la demandante a la pena de 
dos años y seis meses de privación de libertad, con la acce-
soria de inhabilitación especial para el ejercicio del derecho 
de sufragio pasivo durante el mismo tiempo y pago de cos-
tas, declarando, al tiempo, su responsabilidad civil por 
importe de 14.598,58 euros. La condena fue recurrida en 
apelación por la defensa de la Sra. Álvarez Llaneza.

d) El conocimiento del recurso correspondió, de nuevo, 
a la Sección Octava de la Audiencia Provincial de Oviedo 
que, con los mismos integrantes, desestimó la apelación 
y confirmó la condena. Es relevante destacar que, según 
consta en las actuaciones, la composición personal de la 
Sala de apelación y la designación de Ponente del recurso 
fue notificada al Procurador de la recurrente el 25 de 
mayo de 2004 (providencia de 20 de mayo de 2004), y la 
Sentencia de apelación (de 28 de mayo siguiente) le fue 
notificada el día 1 de junio de 2004.

3. En la demanda de amparo se alega la vulneración 
del derecho a un proceso con todas las garantías por 
entender que el recurso de apelación no ha sido resuelto 
por un Tribunal imparcial, pues la Sección Octava de la 
Audiencia Provincial ya se había pronunciado antes sobre 
la decisión de sobreseimiento acordada por el Juez ins-
tructor. Se afirma también la lesión de su presunción de 
inocencia, afirmando haber sido condenada sin pruebas 
de cargo que acrediten la existencia de la estafa imputada 
y la cantidad exacta de dinero que se obtuvo con la misma 
(art. 24.2 CE). Se denuncia, por último, la supuesta falta de 
motivación de la extensión concreta de la pena impuesta 
(art. 24.1 CE).

4. Por providencia de 6 de febrero de 2006, la Sec-
ción Segunda de este Tribunal acordó admitir a trámite de 
la demanda de amparo y requirió a los órganos judiciales 
que dictaron las resoluciones impugnadas a fin de que, en 
el plazo de diez días, remitieran testimonio de lo actuado 
en las sucesivas instancias y emplazaran a quienes fueron 
parte en dichos procesos a fin de que pudieran compare-
cer en este proceso constitucional. En la misma resolu-
ción acordó formar pieza sobre suspensión de las resolu-
ciones impugnadas, la cual se acordó, por Auto de 13 de 
marzo de 2006, en cuanto a las penas privativas de liber-
tad y de derechos.

Mediante escrito de fecha 15 de marzo de 2006, don 
Manuel, doña Eloína y doña Blanca Amelia Blanco Fanjul, 
representados por la Procuradora doña Teresa López 
Roses y asistidos del Letrado don Francisco Javier Her-
nández Huerta, se personaron en el presente proceso de 
amparo.

5. Una vez recibidos los testimonios que habían sido 
solicitados, tal y como prevé el art. 52.1 LOTC, se acordó 
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dar vista de las actuaciones, por un plazo común de veinte 
días, al Ministerio Fiscal y a las partes personadas para 
que, dentro de dicho término, pudieran presentar las ale-
gaciones que a su derecho conviniera.

6. La representación procesal de don Manuel, doña 
Eloína y doña Blanca Amelia Blanco Fanjul presentó sus 
alegaciones el 5 de mayo de 2006. En ellas solicita la des-
estimación de la pretensión de amparo, señalando, en 
relación con la alegada lesión del derecho a un juez 
imparcial, que la misma incurre en causa de inadmisión 
por cuanto la demandante no ha agotado en la vía judicial 
previa todos los recursos utilizables, ni ha invocado for-
malmente la supuesta lesión del derecho tan pronto como 
hubo lugar a ello [arts. 44.1 a) y c) LOTC], dado que la Sala 
de apelación comunicó a todas las partes su composición 
antes de resolver el recurso, sin que la apelante formulara 
recusación alguna, por lo que no dio posibilidad al órgano 
judicial de pronunciarse sobre dicha queja. Destaca que 
las Sentencias condenatorias se han apoyado, entre otras, 
en las propias declaraciones de la acusada que admitió 
haber recibido el dinero, así como en las manifestaciones 
de la víctima y otros testigos, por lo que la presunción de 
inocencia quedó debidamente desvirtuada. De la misma 
manera, son las declaraciones del denunciante las que 
permiten determinar el importe de la cantidad defrau-
dada. Por último, considera suficientemente motivada la 
calificación jurídica del hecho y la pena impuesta.

7. El Ministerio Fiscal presentó sus alegaciones en 
escrito registrado el 12 de mayo de 2006. Entiende que la 
demandante no ha agotado los recursos utilizables en la 
vía judicial para denunciar la supuesta lesión del derecho 
a un Juez imparcial, pues conociendo la composición de 
la Sala de apelación con suficiente antelación a la notifica-
ción de la Sentencia de segunda instancia, no recusó a 
ninguno de sus miembros pese a saber que eran los mis-
mos que dos años antes habían revocado la decisión de 
sobreseimiento y archivo adoptada por el Juez instructor. 
Al ser ésta la cuestión que pretende justificar su queja, 
considera que la misma incurre en la causa de inadmisión 
recogida en el art. 44.1 a) LOTC. Para el caso de que se 
entendiera que no concurre dicha causa de inadmisión, 
propone la estimación del amparo en aplicación de la 
doctrina expresada en las SSTC 39/2004 y 41/2005.

Entiende, además, que el resto de pretensiones de 
amparo deben ser desestimadas. Así, la que aduce la pre-
sunción de inocencia se limitaría a expresar la discrepan-
cia de la demandante con la valoración de la prueba efec-
tuada por los órganos judiciales que intervinieron en el 
proceso previo, discrepancia que no da contenido cons-
titucional a la queja. De la misma forma carece de conte-
nido la queja que denuncia insuficiente motivación en la 
individualización de la pena pues se aprecia que, como 
exige la jurisprudencia constitucional (SSTC 136/2004 
y 26/2006), los datos básicos del proceso de individualiza-
ción de la pena pueden inferirse del relato de hechos pro-
bados, que hace referencia tanto a las especiales circuns-
tancias de la víctima como a la cuantía defraudada, lo que 
justifica la imposición de la pena en un margen ligera-
mente superior al límite mínimo previsto en la ley, dado 
que la condena lo ha sido por un delito continuado (art. 74 
del Código penal).

Por lo expuesto, el Ministerio Fiscal interesa que, sólo 
en el caso de no apreciarse la causa de inadmisión puesta 
de relieve sobre la queja referida al derecho a un juez 
imparcial, se declare vulnerado este derecho restable-
ciendo a la recurrente en el mismo, anulando la Sentencia 
de apelación y retrotrayendo las actuaciones al momento 
anterior a su dictado, a fin de que la impugnación sea 
resuelta por un órgano judicial que no tenga comprome-
tida su imparcialidad.

La representación procesal de la demandante de 
amparo no formuló alegaciones adicionales.

8. Por providencia de 25 de enero de 2007 se señaló 
para la deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 29 del mismo mes y año, trámite que ha finalizado en 
el día de hoy.

II. Fundamentos jurídicos

1. La demandante de amparo pretende de este Tribunal 
que anule la Sentencia dictada por la Sección Octava de la 
Audiencia Provincial de Oviedo que, al resolver su recurso 
de apelación, ratificó su condena por un delito de estafa. 
Entiende que, cuando resolvió su recurso de apelación, 
dicho órgano judicial carecía de la debida imparcialidad, 
dado que dos años antes había revocado la decisión de 
sobreseimiento y archivo, acordada por el Juez instructor, 
afirmando que los hechos denunciados eran constitutivos 
de delito por reunir todos los elementos que caracterizan el 
tipo penal por el que fue finalmente condenada. A esta 
queja, dirigida específicamente contra la Sentencia de ape-
lación, se añaden dos más que afectan también a la Senten-
cia condenatoria de instancia. Según se afirma, habría sido 
condenada sin pruebas de cargo de las que deducir los ele-
mentos que caracterizan el delito de estafa y sin individuali-
zar motivadamente la extensión de la pena que le fue 
impuesta, lo que vulneraría su presunción de inocencia y el 
derecho a obtener una resolución fundada en Derecho sobre 
sus legítimos intereses (arts. 24.1 y 2 CE).

2. El análisis de las actuaciones recibidas tras la deci-
sión de admisión a trámite de la demanda de amparo ha 
puesto de relieve la existencia de una causa de inadmi-
sión por falta de invocación y agotamiento de los recur-
sos utilizables en la vía judicial –art. 44.1 a) y c) LOTC– que, 
como alegan el Ministerio Fiscal y la acusación particular 
personada en este proceso constitucional, impiden ahora 
un pronunciamiento sobre el fondo de una de las preten-
siones de amparo. Y ello aun cuando tal defecto procesal 
no hubiera sido advertido en fase anterior al trámite pre-
visto en el art. 50 LOTC y sólo se haya podido apreciar a la 
vista del conjunto de las actuaciones, pues es constante 
nuestra jurisprudencia que afirma que los defectos insub-
sanables de que pudiera estar afectado el recurso de 
amparo no resultan sanados porque la demanda haya 
sido inicialmente admitida a trámite. De forma que la 
comprobación de los presupuestos procesales para la 
viabilidad de la acción pueden volver a abordarse o 
reconsiderarse en la Sentencia, de oficio o a instancia de 
parte, dando lugar a un pronunciamiento de inadmisión 
por la falta de tales presupuestos, sin que para ello cons-
tituya obstáculo el carácter tasado de los pronunciamien-
tos previstos en el art. 53 LOTC (por todas, SSTC 146/1998, 
de 30 de junio, FJ 2; 32/2002, de 11 de febrero, FJ 2; 204/2005, 
de 18 de julio, FJ 2; y 237/2006 de 17 de julio, FJ 4). La causa 
de inadmisión afecta únicamente a la queja que aduce la 
lesión del derecho a un proceso con todas las garantías en 
cuanto reconoce el derecho a un Juez imparcial.

Como hemos señalado ya, la demandante se queja de 
que el Tribunal de apelación fue integrado por los mismos 
Magistrados que dos años antes, al resolver un recurso 
de apelación, habían revocado la decisión de sobresei-
miento y archivo acordada por el Juez instructor orde-
nando la continuación del proceso y la apertura de la fase 
intermedia. Considera que el contenido de aquel pronun-
ciamiento revocatorio fue sustancialmente idéntico y 
anticipó indebidamente el que después se hizo al resolver 
el recurso de apelación presentado contra la condena, lo 
que justifica una sospecha legítima sobre la imparcialidad 
del Tribunal. Sin embargo, dichas circunstancias fueron 
conocidas por la demandante a través de su representa-
ción procesal antes de que se dictara la Sentencia de 
segunda instancia, por lo que pudo y debió plantear la 
recusación de los miembros del Tribunal de apelación.
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El examen de las actuaciones pone de manifiesto que el 
recurso de apelación presentado contra la inicial Sentencia 
condenatoria de 8 de marzo de 2004 tuvo entrada el 20 de 
mayo siguiente en la Secretaría de la Sección Octava de la 
Audiencia Provincial de Oviedo. Ese mismo día la Sala dictó 
providencia acordando formar el rollo de apelación y designó 
Ponente a uno de los Magistrados que integraban el Tribunal. 
En dicha providencia, notificada al Procurador de la deman-
dante el 25 de mayo de 2004, aparecen designados los tres 
Magistrados integrantes de la Sala. A partir de dicho momento 
pudo ser planteada su recusación para apartarles del conoci-
miento del recurso de apelación, pues la Sentencia de apela-
ción, de fecha 28 de mayo, no se notificó a la demandante 
hasta el siguiente 1 de junio de 2004. Al no haber propuesto la 
recusación de los integrantes del Tribunal de apelación en 
dicho ínterin, la pretensión de amparo resulta inadmisible, 
pues con tal omisión no se invocó la lesión del derecho funda-
mental tan pronto como, conocida la violación, hubo lugar 
para ello ni, por tanto, se agotaron los recursos utilizables en la 
vía judicial para denunciar la supuesta vulneración del derecho 
a un Juez imparcial que ahora funda su queja –art. 44.1 a) y c) 
LOTC, tal y como, de otra parte, exige el art. 223.1 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) cuando establece que «la 
recusación deberá proponerse tan pronto como se tenga 
conocimiento de la causa en que se funde, pues, en otro caso, 
no se admitirá a trámite».

3. La anterior conclusión no es sino la aplicación a este 
caso de la doctrina pormenorizadamente expuesta en la 
STC 140/2004, de 13 de septiembre (FFJJ 4 a 6), que abordó 
un supuesto similar, a cuyo contenido hemos de remitirnos. 
Dijimos entonces, y ratificamos ahora, que «no puede ale-
garse en amparo la vulneración del derecho al Juez impar-
cial sin haber planteado en tiempo ante los órganos de la 
jurisdicción ordinaria la recusación del Juez o Magistrado 
cuya imparcialidad se cuestiona, de forma tal que no cabe 
apreciar la lesión del derecho invocado cuando el recurrente 
tuvo ocasión de ejercer su derecho a recusar y no recusó. De 
manera específica, lo que nuestra jurisprudencia ha exigido, 
por razón de lo dispuesto en el art. 44.1 c) LOTC, es que la 
invocación en el proceso judicial del derecho fundamental 
vulnerado se produzca tan pronto como, conocida la vulne-
ración, hubiera lugar para ello, declarando que el ejercicio 
diligente de la facultad de recusar es ‘presupuesto procesal 
de un posterior recurso de amparo en defensa del derecho 
fundamental al Juez imparcial, pues normalmente ese inci-
dente es el que permite invocar el derecho constitucional tan 
pronto como, una vez conocida la vulneración hubiese lugar 
para ello y simultáneamente agotar los recursos utilizables 
dentro de la vía judicial’ (SSTC 384/1993, de 21 de diciembre, 
FJ 2; y 210/2001, de 29 de octubre, FJ 3)». Y añadimos que «la 
omisión de la recusación no puede ser suplida con posterio-
res recursos contra la resolución de fondo basados en la 
alegación posterior a ésta de la concurrencia de una 
supuesta causa de recusación en alguno de los Magistrados 
que la han dictado». En definitiva « la concurrencia de una 
causa de recusación no concede, pues, a la parte que cues-
tiona la imparcialidad de un Tribunal la facultad alternativa 
de optar libremente entre, de un lado, la iniciación del 
correspondiente incidente haciéndola valer de modo pre-
ventivo para apartar al Juez sospechoso del conocimiento 
del asunto y, de otro, la promoción de la anulación de la 
Sentencia o resolución en la que haya intervenido el juzga-
dor presuntamente parcial, una vez dictada ésta. Esta última 
posibilidad sólo puede tener acogida, no como ejercicio del 
derecho a recusar sino, por el contrario, precisamente como 
remedio posterior de su previa vulneración a consecuencia 
de haberse impedido a la parte el ejercicio temporáneo del 
mismo. Tal reparación deberá llevarse a cabo normalmente 
por los órganos de la jurisdicción ordinaria, que son tam-
bién garantes del derecho fundamental en juego (art. 53.2 
CE) y, subsidiariamente, por este Tribunal, por medio del 
recurso de amparo».

4. Las pretensiones de amparo que restan por anali-
zar, en las que se aduce la supuesta vulneración de la 
presunción de inocencia y del derecho a la motivación de 
las sentencias penales, en relación con la concreta exten-
sión de la pena impuesta, han de ser también desestima-
das, tal y como proponen el Ministerio Fiscal y la acusa-
ción particular personada, pues a través de ellas 
únicamente se expresa la discordancia de la demandante 
con la valoración judicial de la prueba practicada en el 
juicio oral y la aplicación de la legalidad penal efectuada 
por los órganos judiciales, por lo que, como pasamos a 
analizar, las quejas carecen de fundamento.

Considera la demandante que su condena por delito 
continuado de estafa vulnera su derecho a la presunción de 
inocencia. Afirma que de las pruebas practicadas no cabe 
deducir lógicamente su culpabilidad ya que los hechos que 
se le imputan se basan en simples conjeturas, se ha dado 
demasiada relevancia a la edad de la víctima al considerar 
suficiente el engaño y no se ha probado la cuantía exacta de 
las cantidades recibidas por la Sra. Álvarez Llaneza. El análi-
sis de las resoluciones impugnadas permite apreciar la 
carencia manifiesta de contenido de la demanda en este 
extremo, pues la convicción de los órganos judiciales sobre 
su culpabilidad se basó en una suficiente actividad probato-
ria cuyo contenido ha sido pormenorizadamente expresado 
en la Sentencia de instancia (FJ 1) y en la de apelación (FJ 1), 
de la que cabe deducir racional y lógicamente su culpabili-
dad y que puede entenderse de cargo por venir directa-
mente referida a los hechos imputados: el testimonio de la 
víctima, que ha sido considerado coherente y detallado por 
los órganos judiciales, el cual –además-ha sido corroborado 
en parte por la declaración de dos testigos. Dichos medios 
de prueba se han producido, además, observando los requi-
sitos de validez que permiten, a través de las mismos, dar 
por desvirtuada la presunción de inocencia (igualdad entre 
las partes, inmediación, publicidad y contradicción). Más 
allá de tal constatación, no corresponde a la jurisdicción de 
este Tribunal atender la pretensión de nueva y subjetiva 
valoración de la prueba que funda la queja del recurrente ni, 
como si fuera una tercera instancia, revisar o sustituir a los 
órganos jurisdiccionales penales en la valoración del signifi-
cado y trascendencia de los distintos elementos de prueba 
sobre los que se ha fundamentado la condena, pues la 
misma les ha llevado a considerar que, más allá de toda 
duda razonable, los hechos imputados han resultado proba-
dos (SSTC 31/1981, de 28 de julio; 174/1985, de 17 de diciem-
bre; 109/1986, de 24 de septiembre; 160/1988, de 19 de sep-
tiembre; 138/1992, de 13 de octubre; 63/1993, de 1 de marzo; 
244/1994, de 15 de septiembre; 131/1997, de 15 de julio; 81/
1998, de 2 de abril; 155/2002, de 22 de julio; y 143/2005 de 6 
de junio, que las recoge y resume).

5. Por último, la lectura del fundamento jurídico ter-
cero de la Sentencia de apelación permite conocer con 
detalle las razones que llevaron al órgano judicial a consi-
derar que la pena impuesta (ligeramente superior al límite 
medio de la legalmente prevista) era proporcionada y 
adecuada a la antijuridicidad del hecho y a las circunstan-
cias de la acusada y la víctima, dada la avanzada edad de 
esta última (más de 90 años), la cuantía defraudada –algo 
más de 14.000 euros– y la modalidad defraudatoria, que 
se extendió a lo largo del tiempo durante más de un año.

Tal justificación satisface la obligación específica de 
motivación que nuestra doctrina viene exigiendo en el 
caso de Sentencias penales condenatorias (por todas, 
SSTC 43/1997, de 10 de marzo, FJ 6; 81/1997, de 22 de abril, 
FJ 4; 116/1998, de 2 de junio, FJ 4; 5/2000, de 17 de enero, 
FJ 2; 108/2001, de 23 de abril, FJ 3; 108/2005, de 9 de mayo, 
FJ 2; 148/2005, de 6 de junio, FJ 4; y 26/2006, de 30 de 
enero, FJ 15), conforme a la cual «en este tipo de Senten-
cias, el deber de motivación incluye la obligación de fun-
damentar los hechos y la calificación jurídica así como la 
pena finalmente impuesta, si bien hemos precisado que, 
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en relación con este último extremo, nuestro control se 
ciñe a examinar si la extensión de la pena impuesta 
resulta o no manifiestamente irrazonable o arbitraria, 
siendo en principio el margen de arbitrio judicial del que, 
en cada caso, goce el Juez para imponer la pena que 
corresponda al delito cometido, la medida de la motiva-
ción constitucionalmente exigible». De esta manera, cabe 
concluir que a la vista de los datos que los hechos proba-
dos relatan, la motivación acerca del quantos de la pena 
impuesta no resulta manifiestamente irrazonable o arbi-
traria. Lo que justifica también la desestimación de la 
pretensión de amparo analizada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por doña Montserrat 
Álvarez Llaneza.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a doce de febrero de dos mil siete.–
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 

 5335 Sala Primera. Sentencia 29/2007, de 12 de 
febrero de 2007. Recurso de amparo 4473-2004. 
Promovido por don Ramón Urresti Lamikiz 
frente a la Sentencia de la Audiencia Provincial 
de Vizcaya que, en grado de apelación, le con-
denó por falta de vejaciones con ocasión de 
una fiesta popular.

  Vulneración de los derechos a un proceso con 
garantías y a la presunción de inocencia: con-
dena pronunciada en apelación, tras haber 
celebrado vista pública sin practicar las prue-
bas testificales de cargo (STC 167/2002).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

 En el recurso de amparo núm. 4473-2004, promovido 
por don Ramón Urresti Lamikiz, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Elisa Hurtado Pérez y 
asistido por el Abogado don Rafael Bilbao Sandoval, con-
tra la Sentencia de la Sección Primera de la Audiencia 
Provincial de Vizcaya de 13 de mayo de 2004, dictada en el 
rollo de apelación núm. 100-2004. Ha intervenido el Minis-
terio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Manuel 
Aragón Reyes, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 9 de 
julio de 2004, la Procuradora de los Tribunales doña Elisa 
Hurtado Pérez, en nombre y representación de don 
Ramón Urresti Lamikiz, interpuso recurso de amparo con-
tra la Sentencia mencionada en el encabezamiento.

2. Los hechos de los que trae causa el presente 
recurso de amparo, relevantes para la resolución del 
mismo, son los siguientes:

a) Con fecha de 9 de diciembre de 2003 el Juzgado 
de Instrucción núm. 2 de Guernica dictó Sentencia en el 
juicio de faltas núm. 205-2003, por la que absolvía al 
demandante de amparo de toda responsabilidad penal 
como autor de una falta de maltrato de obra y una falta de 
vejaciones de las que venía siendo acusado.

La Sentencia declara probado que el día 27 de sep-
tiembre de 2003 la denunciante y otras dos personas se 
desplazaron a la localidad de Mendata (Vizcaya) para inte-
resarse en qué consistía la fiesta popular del «cerdo ense-
bado»; que la denunciante estuvo hablando con el Sr. 
Urresti, alcalde de la localidad, quien le explicó «con total 
normalidad en qué consistía la fiesta»; que la denunciante 
indicó al Sr. Urresti que entregar el cerdo como premio 
estaba prohibido por la Ley de protección de los anima-
les; y que como consecuencia de cómo se desarrollaron 
los hechos «fue necesaria la presencia de la Ertzaintza», 
así como que la denunciante llevaba cámara de vídeo.

En el fundamento de Derecho segundo de la Senten-
cia se señala la existencia de dos versiones contradicto-
rias de lo sucedido: la de la denunciante, quien sostiene 
que cuando le dijo al Alcalde que la entrega del cerdo 
estaba prohibida por la Ley, la actitud de éste cambió, 
profiriendo expresiones insultantes y llegando a empujar 
a la denunciante, y la del Sr. Urresti, quien niega haber 
vejado de palabra u obra a la denunciante. En el funda-
mento de Derecho tercero se analizan también las decla-
raciones contradictorias prestadas en la vista oral por tres 
testigos presenciales de los hechos (los dos acompañan-
tes de la denunciante, que corroboraron la versión de 
ésta, y una vecina de la localidad, que corroboró la ver-
sión del Sr. Urresti), ante lo cual el Juzgado decide absol-
ver al denunciado.

b) Presentado por la denunciante recurso de apela-
ción –al que se adhirió íntegramente el Ministerio Fiscal–
contra la anterior Sentencia, en el que solicitó la celebra-
ción de vista, y celebrada ésta, la Sección Primera de la 
Audiencia Provincial dictó Sentencia el 13 de mayo de 2004 
en la que revocaba la de instancia y condenaba al Sr. Urresti 
como autor de una falta de vejaciones del art. 620.2 del 
Código penal (CP), a la pena de veinte días de multa a 
razón de 20 euros al día, así como al abono de las costas 
causadas en la primera instancia.

La Sentencia de apelación modifica los hechos proba-
dos de la de instancia, considerando probado que cuando 
la denunciante le manifestó al Sr. Urresti su opinión sobre 
la ilegalidad de ciertos aspectos de la celebración, el Sr. 
Urresti contestó con expresiones vejatorias, que se repro-
ducen en la Sentencia, a la denunciante quien, junto con 
sus dos acompañantes, tras acudir al frontón a presenciar 
el festejo, y ante la reacción airada y amenazante del 
público presente, ya advertido de su presencia y de la inten-
ción de grabar en video el festejo, hubo de abandonar el 
municipio bajo la protección de efectivos de la Ertzaintza.

En el fundamento de Derecho segundo de la Senten-
cia se señala que los hechos son constitutivos de la falta 
del art. 620.2 CP «en cuanto entrañan por parte del man-
datario municipal un conjunto de actuaciones vejatorias 
y coactivas, que no sólo en sí mismas, sino también por 
reflejo de su propia agresividad e intolerancia, obtuvie-
ron eco en los vecinos que pudiesen escucharlas o fueron 
directamente informados, lo que dio lugar finalmente a 


